	


SALA CONSTITUCIONAL

Magistrado Ponente: Luis Velázquez Alvaray
Expediente: 05-1497

Mediante Oficio Nº TPI-05-0169 de fecha 30 de junio de 2005, la Secretaría del Tribunal Supremo Justicia en Sala Plena, remitió a esta Sala Constitucional, el expediente contentivo del conflicto negativo de competencia con motivo del recurso de nulidad interpuesto por los abogados José María Díaz-Cañabate y Joaquín Díaz-Cañabate, inscritos en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo los Nº 41.231 y 80, respectivamente, actuando con el carácter de apoderados judiciales de ELECVEN CONTRUCCIONES, S.A., inscrita en el Registro Mercantil de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y del Estado Miranda, en fecha 21 de junio de 1967, bajo el Nº 77, Tomo 31-A, contentivo del recurso contencioso administrativo de nulidad ejercido conjuntamente con medida cautelar innominada, contra la providencia administrativa Nº 02-42 de fecha 5 de agosto de 2002, emanada de la Inspectoría del Trabajo de Puerto Ordaz, Estado Bolívar, mediante el cual se declaró con lugar la solicitud de reenganche y pago de salarios caídos incoada por el ciudadano Orlando José López. Remisión efectuada a los fines de resolver el conflicto planteado sobre la competencia para conocer, entre los criterios de la Sala Constitucional y de la Sala Político Administrativa de este Supremo Tribunal.

El 11 de julio de 2005, se dio cuenta en Sala y se designó ponente al Magistrado Luis Velázquez Alvaray, quien con tal carácter suscribe el presente fallo.

Siendo la oportunidad de decidir, pasa esta Sala a hacerlo en los siguientes términos:

I

ANTECEDENTES
El16 de octubre de 2002, los abogados José María Díaz-Cañabate y Joaquín Díaz-Cañabate, actuando con el carácter de apoderados judiciales de ELECVEN CONTRUCCIONES, S.A., ya identificados, interpusieron ante la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo recurso de contencioso administrativo de nulidad ejercido conjuntamente con medida cautelar innominada, contra la providencia administrativa Nº 02-42 de fecha 5 de agosto de 2002, emanada de la Inspectoría del Trabajo de Puerto Ordaz, Estado Bolívar, mediante el cual se declaró con lugar la solicitud de reenganche y pago de salarios caídos incoada en su contra por el ciudadano Orlando José López.         

El 14 de noviembre de 2002, la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo dictó sentencia a través de la cual se declaró incompetente para conocer de la presente causa y declinó su conocimiento en el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo, Menores y Contencioso Administrativo del Segundo Circuito de la Circunscripción  Judicial del Estado Bolívar, todo ello en acatamiento a la sentencia dictada por la Sala Constitucional de este alto Tribunal del 2 de agosto de 2001.

Posteriormente, el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo, Menores y Contencioso Administrativo del Segundo Circuito de la Circunscripción  Judicial del Estado Bolívar se declaró incompetente para conocer de la referida causa, planteando de esta manera un conflicto negativo de competencia ante la Sala Político Administrativa  de ese alto Tribunal.

En sentencia Nº 545 de fecha 3 de abril de 2003, la Sala Político Administrativa ordenó remitir el presente expediente a la Sala Plena del Tribunal Supremo Justicia, a los fines de que resolviera el conflicto planteado sobre la competencia para conocer, entre los criterios de la Sala Constitucional y la Sala Político Administrativa, surgidos con ocasión al recurso de nulidad interpuesto en la presente causa, todo ello de conformidad con lo establecido en el ordinal 7º artículo 42, en concordancia con el artículo 43 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia vigente para ese momento.

El 11 de junio del 2003, se recibió en la Sala Plena del Tribunal Supremo Justicia el Oficio Nº 0853, contentivo del conflicto de competencia planteado en la presente causa, el cual, en fecha 18 de mayo de 2005 fue enviado al Juzgado de Sustanciación, con la finalidad de proceder a evaluar el aspecto de competencia con motivo de la entrada en vigencia de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia.

El referido Juzgado, por auto de fecha 22 de junio de 2005, y a tenor de lo dispuesto en el numeral 3 del artículo 5 de la Ley Orgánica que rige las funciones del alto Tribunal, declaró la incompetencia de la Sala Plena para conocer el referido conflicto negativo de competencia y ordenó la remisión del expediente a la Sala Constitucional.       

II

DE LA COMPETENCIA DE ESTA SALA CONSTITUCIONAL
Como punto previo resulta pertinente señalar que, la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia trajo consigo una sustancial modificación de la competencia que en esta materia desempeñaba de forma exclusiva la Sala Plena; dentro de la cual se encuentra la competencia para conocer de los conflictos surgidos entre cualquiera de las Salas integrantes del alto Tribunal. En efecto, el numeral 3 del artículo 5 de la Ley in commeto le atribuye ahora de forma específica dicha competencia a la Sala Constitucional, al establecer que:

Artículo 5: “Es de la competencia del Tribunal Supremo Justicia  como más alto Tribunal de la República: 

(…) 3. Resolver los conflictos de cualquier naturaleza que puedan suscitarse entre las Salas que lo integran o entre los funcionarios del propio Tribunal, con Motivo de sus funciones; (…) 

(…) El Tribunal conocerá en (…) la Sala Constitucional los asuntos previstos en los numerales 3 al 23…”.  

De conformidad con la disposición antes transcrita, esta Sala se declara competente para conocer del conflicto de competencia planteado y así se decide.

III

MOTIVACIONES PARA DECIDIR

El presente conflicto de competencia se ha planteado con ocasión a la discrepancia entre la Sala Político Administrativa, frente al criterio de competencia sostenido por esta Sala Constitucional en considerar a los tribunales que integran la jurisdicción contenciosa-administrativa como competentes para el conocimiento de los recursos de nulidad contra los actos administrativos que dicten las Inspectorías del Trabajo así como de cualquier otra pretensión distinta a la pretensión de ampro constitucional, que se fundamente en las actuaciones u omisiones de dichos órganos. 

Ahora bien, frente a este conflicto de competencia entre los criterios de la Sala Político Administrativa y esta Sala Constitucional, la Sala Plena del Tribunal Supremo Justicia en sentencia de fecha 5 de abril de 2005 (Caso: Universidad Nacional Abierta), determinó que, ante la inexistencia de una norma legal expresa que atribuya a los Tribunales Laborales la competencia para conocer de las providencias emanadas de las Inspectorías del Trabajo, dicha competencia corresponde de forma exclusiva a los órganos contencioso administrativos competentes, aduciendo al respecto que:

“…los órganos de la jurisdicción contencioso administrativa no son sólo aquellos que ostentan esa denominación (la llamada jurisdicción contencioso administrativa “ordinaria”), a saber, la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, Corte Segunda de lo Contencioso Administrativo, Tribunales Superiores Contencioso Administrativos y Tribunales Contencioso Administrativos especializados. También los demás tribunales de la República, al conocer de impugnaciones contra determinado tipo de actos administrativos por expresos mandatos de las leyes correspondientes, actúan en esas causas como órganos de la jurisdicción contencioso administrativa (“especial”, si se quiere). Y ello no resulta contrario a lo establecido en el artículo 259 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, sino que obedecerá en todo caso, a que por razones de política judicial (afinidad de la materia, especialidad del órgano judicial, entre otras), se haya optado por la decisión de asignar una competencia específica y de esencia contencioso administrativa, a un tribunal cuya competencia fundamental se inscriba dentro de la jurisdicción ordinaria. Pero en tales casos, los referidos tribunales actuarán como órganos de la jurisdicción contencioso administrativa, independientemente de su denominación, competencia fundamental o ubicación en la distribución de los tribunales de acuerdo con su ámbito material de competencia.

Para finalizar, en razón de la inexistencia en el ordenamiento jurídico venezolano de un basamento normativo que permita predicar que la competencia para conocer de los recursos contencioso administrativos interpuestos contra los actos emanados de las Inspectorías del Trabajo, los cuales son actos administrativos, corresponderá a los tribunales de la jurisdicción ordinaria el conocimiento de tales asuntos, en virtud de la aplicación del principio de la universalidad de su control por parte de los órganos de la jurisdicción contencioso administrativa (artículo 259 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela).

Tomando en cuenta el criterio señalado ut supra, así como los razonamientos explanados de forma pacífica y reiterada sobre este aspecto por este órgano jurisdiccional (Vid. Caso: Ricardo Baroni Uzcategui), esta Sala Constitucional declara que la competencia para conocer de los actos u omisiones emanados de las Inspectorías del Trabajo le corresponde a los órganos de la jurisdicción contenciosa administrativa competentes y así se declara.

Ahora bien, esta Sala a los fines de asegurar una protección adecuada del principio a la tutela judicial efectiva de la parte actora, considera pertinente determinar y declarar cuál es el tribunal competente para conocer del recurso de nulidad interpuesto, tomando en cuenta para ello el juzgado que resulte mas accesible al accionante, en aras de la garantía del derecho al acceso a la justicia y a la celeridad a favor de los ciudadanos. En atención a ello, esta Sala Constitucional declara que, visto que el acto administrativo objeto de impugnación se produjo fuera de la Región Capital, específicamente la providencia administrativa Nº 02-42, de fecha 5 de agosto de 2002, emanada de la Inspectoría del Trabajo de Puerto Ordaz, Estado Bolívar, mediante la cual se declaró con lugar la solicitud de reenganche y pago de salarios caídos incoada por el ciudadano Orlando José López, su conocimiento corresponde al Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo, Menores y Contencioso Administrativo del Segundo Circuito de la Circunscripción  Judicial del Estado Bolívar y así se decide.

DECISIÓN

Por las razones que anteceden, este Tribunal Supremo Justicia en Sala Constitucional, administrando justicia en nombre de la República por autoridad de la Ley, declara: COMPETENTE al Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo, Menores y Contencioso Administrativo del Segundo Circuito de la Circunscripción  Judicial del Estado Bolívar, para conocer del recurso de nulidad interpuesto por los abogados José María Díaz-Cañabate y Joaquín Díaz-Cañabate, actuando con el carácter de apoderados judiciales de ELECVEN CONTRUCCIONES, S.A., ya identificados, contra la providencia administrativa Nº 02-42 de fecha 5 de agosto de 2002, emanada de la Inspectoría del Trabajo de Puerto Ordaz, Estado Bolívar. En consecuencia ordena REMITIR la presente causa al Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo, Menores y Contencioso Administrativo del Segundo Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar a fin de que resuelva el presente asunto.

Publíquese, regístrese, y remítase el expediente al Tribunal antes referido.

Dada, firmada y sellada en el Sala de Audiencias de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los 07 días del mes de  diciembre de dos mil cinco (2005). Años: 195º de la Independencia y 146º de la Federación.
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